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 TOCA **********/2023/SS-3

EXP. **********/2022/2


	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2023/SS-3.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2022/2.

	ACTOR Y RECURRENTE: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: MELISSA DEL CARMEN VEGA RAMÍREZ.


San Luis Potosí, San Luis Potosí,  dieciséis de abril de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-3, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintiséis de abril de dos mil veintitrés por **********, en su carácter de Subdirectora de asuntos jurídicos de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, en contra de la resolución de veintiuno de marzo de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo número **********/2022/2; turnado a ésta Sala Superior el veinticinco de mayo siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se configuró la Negativa Ficta impugnada por la parte actora, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos precisados en el Considerando cuarto de este fallo.

TERCERO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento hecha valer, por lo que no se sobresee en el presente juicio.

CUARTO.- La parte actora acreditó los extremos de su acción, en consecuencia:

QUINTO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la negativa de la Autoridad Demandada Organismo Descentralizado denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, de dar respuesta a la instancia formulada por la Parte actora con fecha **********; por lo que se decreta su NULIDAD, dejándose sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos, así como para los efectos expuestos en el Considerando Séptimo de la presente Sentencia. 

[…]”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********, en su carácter de Subdirectora de asuntos jurídicos de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí,**********interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el veintiséis de abril de dos mil veintitrés
, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veinticinco de mayo siguiente; atendiendo a que por auto de once del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********/2022/2.

III.- Por acuerdo de treinta de mayo de dos mil veintitrés
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********, en su carácter de Subdirectora de asuntos jurídicos de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la parte actora **********, a través de su apoderado general para pleitos y cobranzas  **********, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de catorce de junio de dos mil veintitrés
 se certificó que la parte actora **********, a través de su apoderado general para pleitos y cobranzas  **********, no desahogó la vista en el término que se le concedió en el auto de admisión respecto al medio de impugnación planteado por **********, en su carácter de Subdirectora de asuntos jurídicos de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí,  autoridad demandada y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de Blanca Medina Fonseca, en su carácter de Subdirectora de asuntos jurídicos de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, autoridad demandada,**********personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen en auto de cuatro de noviembre de dos mil veintidós
, al exhibir copia certificada de su nombramiento, conforme a lo establecido por el artículo 220, párrafos segundo y tercero del Código de la materia
.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el párrafo primero del artículo 218, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la autoridad demandada y recurrente, el veintiocho de marzo de dos mil veintitrés, por lo que dicha notificación surtió efectos el treinta y uno siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del tres al veintiséis de abril de dos mil veintitrés; lapso en que no deben contarse el ocho, nueve, quince, dieciséis veintidós y veintitrés de abril del propio año, por ser inhábiles, así como el cinco, seis y siete del mismo mes y año, por haberse suspendido las labores de este Tribunal, por Acuerdo General del Pleno que aprobó el calendario oficial de labores del año dos mil veintitrés para este órgano jurisdiccional; por lo que si el recurso de apelación se presentó el veintiséis de abril de dos mil veintitrés, se patentiza que se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que para pronta referencia conviene transcribir en su parte conducente:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

En ese sentido, el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la Litis rebasa el que establece la fracción I, del citado artículo 152; lo anterior es así, toda vez que el acto impugnado en el juicio contencioso lo constituye la negativa ficta que se configuró ante la petición formulada en el escrito de ********** el **********, por medio del cual la parte actora solicitó a la autoridad demandada el pago total de la cantidad de **********por concepto de cumplimiento en el pago total del contrato de licitación pública nacional **********, y que se le asignó el ********** **********licitación emitida con base en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público (Ley Federal).
De modo que el asunto excede de la cantidad de mil quinientas UMA (Unidad de Medida de Actualización) al momento de la emisión de la sentencia recurrida, ya que si el valor de la UMA al veintiuno de marzo de dos mil veintitrés era de $103.74
 (ciento tres pesos 74/100 m.n.), el cual elevado mil quinientas veces resulta en $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 M.N.); por lo tanto, el monto de la apelación encuadra en el supuesto de procedencia indicado.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.

1. Mediante auto de uno de septiembre de dos mil veintidós
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********apoderado general para pleitos y cobranzas  de la persona moral denominada**********, por el cual demandó a los Servicios de Salud de San Luis Potosí, respecto del acto ya precisado en el considerando quinto de esta resolución; se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con copia de la misma y sus anexos a la Secretaría de Salud del Estado de San Luis Potosí y se tuvo a la actora por ofreciendo pruebas de su intención.
2. En auto de cuatro de noviembre de dos mil veintidós
, la Sala de Origen tuvo a **********, en su carácter de Subdirectora de asuntos jurídicos de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, por contestando la demanda, y admitió las pruebas ofrecidas por las partes; así mismo requirió a la autoridad demandada para que en el término de cinco días hábiles remitiera copia certificada del **********, de dieciocho de diciembre de dos mil veinte.
3. En proveído de uno de diciembre de dos mil veintidós
, la A quo tuvo a la autoridad demandada por cumpliendo el requerimiento realizado y se señalaron las trece horas del quince de diciembre de dos mil veintidós
 para la celebración de la audiencia de ley.
4. Seguido el juicio en todas sus fases, en la fecha y hora señaladas se desahogó la audiencia de ley y se citó para resolver en definitiva; dictándose sentencia el veintiuno de marzo de dos mil veintitrés
, en la que la Segunda Sala Unitaria, declaró la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la negativa de la Autoridad Demandada **********, de dar respuesta a la instancia formulada por la Parte actora en **********; por lo que se decretó su NULIDAD, y la dejó sin efecto legal alguno.

La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. Estudio. El agravio identificado como PRIMERO, es fundado y suficiente para revocar la determinación apelada, como enseguida se verá.

Como ya se dijo, por resolución de **********, dictada en el juicio **********/2022-2 la Segunda Sala Unitaria, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, declaró la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la negativa de la autoridad demandada **********, de dar respuesta a la instancia formulada por la parte actora en **********; por lo que se decretó su NULIDAD, y la dejó sin efecto legal alguno.**********
En ese tenor a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente desconocidos, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Sala Resolutora ordenó a la autoridad demandada que emitiera de manera fundada y motivada, una resolución en la que determinara la cantidad pendiente del pago total correspondiente al **********, formalizado en **********, entre el representante legal de la empresa actora y la autoridad demandada, como del convenio modificatorio al citado contrato de  **********; además de pronunciarse sobre la procedencia del pago de gastos financieros que pretende el actor, acorde a las disposiciones legales aplicables en relación con las cláusulas del citado **********
Contra lo anteriormente decidido por la Resolutora de origen, la parte recurrente vertió los siguientes agravios.
PRIMERO. Violación en perjuicio de su representada en cuanto a la inaplicación del principio procesal de exhaustividad que debe revestir toda sentencia, lo anterior en términos de lo previsto por el numeral 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; toda vez que refiere que la Sala fue omisa en pronunciarse, analizar y resolver íntegramente todas las causales y/o excepciones de improcedencia expuestas por ese organismo. 


Señala además que la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, se limitó a razonar y a pronunciarse únicamente sobre la excepción de incompetencia en la vía, sin entrar al análisis respecto al incumplimiento del supuesto de procedencia establecido en el artículo 7, fracción IX, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, ya que el contrato base de la acción en el presente juicio, tal y como su representada motivó y fundó no tiene el carácter de un contrato administrativo al no reunir sus características esenciales, sin que la A quo razonara lo expuesto ni hiciera manifestación alguna de lo peticionado, lo que se traduce en una violación procesal al artículo 17 Constitucional, dejando a su representada indefensa ante su falta de exhaustividad.

Afirma, que lo anterior indica la falta de fundamentación y motivación exigida por la Constitución, que se impone a los tribunales como la obligación de examinar con exhaustividad  todas las cuestiones atinentes al proceso puesto en su conocimiento y, esto se refleja en la laguna  existente en la resolución  respecto al análisis faltante sobre lo que es, o no, un contrato administrativo, así como al razonamiento que en consecuencia la Sala tenía que manifestar.
SEGUNDO. Asimismo, estima que le causa agravio la incongruencia de parte de la A quo dentro de la sentencia que por este medio se recurre, al analizar fuentes de financiamiento incorrectas del ********** violentando lo establecido en los artículos 248 y 249 del Código Procesal Administrativo, pues hace mención de la Ley de Coordinación Fiscal en sus artículos 25 y 31, los cuales hablan a su vez del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social (FAIS) y del Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo, fondos que, como se desprende del apartado 1.4 DE LAS DECLARACIONES DE SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ DEL**********, no son las fuentes de financiamiento del mismo, lo que señala produce la incertidumbre, imprecisión e incongruencia de la sentencia que se recurre, en virtud de que la fuente de financiamiento correcta es **********
Lo cual considera,  dio como resultado que la Segunda Sala decretará en la resolución impugnada la improcedencia de la excepción alegada por su representada, determinación que le genera un perjuicio a los derechos de ese Organismo, la cual pide sea subsanado con un estudio correcto y completo de todo lo expuesto por las partes.
TERCERO. Por otro lado, alega que la Sala de origen violó en perjuicio de su representada, lo previsto por el artículo 16 constitucional, al fundar y motivar indebidamente la resolución recurrida, aplicando hipótesis y preceptos legales que no corresponden al caso, pues insiste se analizaron Fondos de Financiamiento erróneos a los que corresponden al **********, es decir, los previstos por los artículos 26 y 26 A de la Ley de Coordinación Fiscal.
CUARTO. Finalmente refiere que la sentencia recurrida vulnera en perjuicio de su representada, lo previsto por los numerales 51 y 89 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, en relación con el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que la A quo condenó a ese organismo al pago indebido de prestaciones infundadas.
Ahora bien, como se adelantó, el agravio identificado como  PRIMERO, es fundado y suficiente para revocar la sentencia dictada por la Sala primigenia, en cuanto a que la sentencia apelada carece del requisito de exhaustividad que debe ser observado en el dictado de las resoluciones jurisdiccionales, toda vez que omitió analizar las causas de improcedencia planteadas por la autoridad recurrente, en el sentido de que el  contrato **********,  no reúne las características de un contrato administrativo. 
Los principios de legalidad, exhaustividad y congruencia que se encuentran inmersos en los artículos 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en el diverso artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, del tenor siguiente:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

"Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. [...).

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

Toda persona tiene derecho que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”

De dichos numerales se colige, entre otras cosas que, existen dos principios fundamentales o requisitos de fondo que deben observarse dictar una sentencia, para hacer efectivo el derecho a la jurisdicción saber:
a) Congruencia,

b) Exhaustividad.

El marco normativo establece que los fallos que emitan las Salas deben contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, en concordancia con la demanda y con la contestación formuladas por las partes, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer; es decir, sin introducir consideraciones ajenas a la litis; por otra, que no contengan resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo la interna.
En cuanto al principio de exhaustividad, éste se refiere a que, las resoluciones deben ser congruentes en resolver todos y cada uno de los puntos sometidos a consideración del Tribunal, está relacionado con el examen que debe efectuar la autoridad respecto de todas las cuestiones o puntos litigiosos, sin omitir ninguno de ellos, es decir, dicho principio implica la obligación de la autoridad judicial de decidir las controversias que se sometan a su conocimiento tomando en cuenta los argumentos aducidos tanto en la demanda como en aquellos en los que se sustenta la contestación y demás pretensiones hechas valer oportunamente en el juicio, de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos y cada uno de los puntos litigiosos que hubieran sido materia del debate.
Por ello, para que el juzgador pueda cumplir con estos principios y salvaguardar la garantía constitucional consagrada en el citado artículo 17 constitucional,  el resolutor debe examinar todas las cuestiones atinentes al proceso, puesto en su conocimiento, lo que se refleja en un examen acucioso, detenido, profundo, al que no escape nada que pueda ser significativo para encontrar la verdad sobre los hechos controvertidos, o de las posibilidades que ofrezca cada medio probatorio.

Resulta aplicable la tesis I.4o.C.2 K (10a.), con número de registro 2005968, emitida por los Tribunales Colegiados de Circuito, perteneciente a la Décima Época, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 4, marzo de 2014, Pág. 1772, de rubro y texto siguientes: 
“EXHAUSTIVIDAD. SU EXIGENCIA IMPLICA LA MAYOR CALIDAD POSIBLE DE LAS SENTENCIAS, PARA CUMPLIR CON LA PLENITUD EXIGIDA POR EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. El artículo 17 constitucional consigna los principios rectores de la impartición de justicia, para hacer efectivo el derecho a la jurisdicción. Uno de estos principios es el de la completitud, que impone al juzgador la obligación de resolver todos los litigios que se presenten para su conocimiento en su integridad, sin dejar nada pendiente, con el objeto de que el fallo que se dicte declare el derecho y deje abierto el camino franco para su ejecución o cumplimiento, sin necesidad de nuevos procedimientos judiciales o administrativos. Para cumplir cabalmente con la completitud exigida por la Constitución, se impone a los tribunales la obligación de examinar con exhaustividad todas las cuestiones atinentes al proceso puesto en su conocimiento, y esto se refleja en un examen acucioso, detenido, profundo, al que no escape nada de lo que pueda ser significativo para encontrar la verdad sobre los hechos controvertidos, o de las posibilidades que ofrezca cada medio probatorio. El vocablo exhaustivo es un adjetivo para expresar algo que se agota o apura por completo. El vocablo agotar hace referencia a llevar una acción de la manera más completa y total, sin dejarla inconclusa ni en la más mínima parte o expresión como lo ilustra el Diccionario de la Lengua Española: "Extraer todo el líquido que hay en una capacidad cualquiera; gastar del todo, consumir, agotar el caudal de las provisiones, el ingenio, la paciencia, agotarse una edición; cansar extremadamente". Sobre el verbo apurar, el diccionario expone, entre otros, los siguientes conceptos: "Averiguar o desentrañar la verdad ahincadamente o exponerla sin omisión; extremar, llevar hasta el cabo; acabar, agotar; purificar o reducir algo al estado de pureza separando lo impuro o extraño; examinar atentamente". La correlación de los significados destacados, con miras a su aplicación al documento en que se asienta una decisión judicial, guía hacia una exigencia cualitativa, consistente en que el juzgador no sólo se ocupe de cada cuestión planteada en el litigio, de una manera o forma cualquiera, sino que lo haga a profundidad, explore y enfrente todas las cuestiones atinentes a cada tópico, despeje cualquier incógnita que pueda generar inconsistencias en su discurso, enfrente las diversas posibilidades advertibles de cada punto de los temas sujetos a decisión, exponga todas las razones que tenga en la asunción de un criterio, sin reservarse ninguna, y en general, que diga todo lo que le sirvió para adoptar una interpretación jurídica, integrar una ley, valorar el material probatorio, acoger o desestimar un argumento de las partes o una consideración de las autoridades que se ocuparon antes del asunto, esto último cuando la sentencia recaiga a un medio impugnativo de cualquier naturaleza. El principio de exhaustividad se orienta, pues, a que las consideraciones de estudio de la sentencia se revistan de la más alta calidad posible, de completitud y de consistencia argumentativa.”

Por tanto, cuando la autoridad judicial dicta una resolución sin dilucidar sobre algún punto debatido, ello resulta contrario al principio de exhaustividad, pues su proceder se reduce a omitir el examen y pronunciamiento de una cuestión controvertida que oportunamente se le planteó, lo que permite, entonces, hablar de una resolución propiamente incompleta, por falta de exhaustividad.
Por lo que, asiste razón al recurrente, toda vez que en la sentencia reclamada no se satisface de manera plena los principios de congruencia y exhaustividad comprendidos en el artículo 249 del Código en comento, en virtud de que la Sala soslayó analizar las causales de improcedencia, pues al respecto únicamente estableció lo siguiente:
 “En ese sentido se advierte que la autoridad demandada hace valer a manera de excepción, la de incompetencia por materia, la de improcedencia de la vía y la de incompetencia; argumentando al efecto en primer término, que el contrato de suministro ********** no es de carácter administrativo, ya que el bien adjudicado –vales de despensa- sino que es un contrato privado celebrado entre iguales, puesto que debe considerarse que la adquisición objeto del contrato de referencia es una operación de compra venta de vales de despensa, se da en un plano de igualdad, sin que exista una utilidad ni beneficio publico respecto de tal operación; en segundo término manifiesta que se actualiza la causal de improcedencia  prevista en el artículo 228 y 229 fracciones II y VIII del Código Procesal Administrativo del Estado, ya que no se cumple con la hipótesis del juicio derivada de las fracciones IX y XIII, del artículo 7 de la Ley Orgánica de este Tribunal, debido a que si bien la resolución impugnada deviene de un reclamo por el incumplimiento de pago de un contrato celebrado entre las partes del juicio, también lo es, que dicho contrato no tiene el carácter de administrativo, por lo que la negativa ficta que se pretende impugnar no tiene su génesis en la hipótesis que refieren los artículos de mérito y por lo tanto no le compete a este Tribunal conocer el asunto.

Concluye la demandada manifestando que a su consideración este Órgano Jurisdiccional carece de competencia para conocer y resolver  sobre las pretensiones de la moral actora consistente en la negativa ficta del escrito en el cual se solicita el pago total de la cantidad de **********, reiterando que el contrato No. **********2020 fue celebrado con cargo a recursos federales y finaliza diciendo que en un asunto homologo, bajo el expediente ********** del cual también fueron parte los Servicios de Salud y llevado ante esta misma Sala; se decretó el sobreseimiento del juicio por considerar la incompetencia del tribunal.

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que esa causal debe desestimarse en virtud de considerar que a los Tribunales de Justicia Administrativa de una Entidad Federativa sí tienen competencia para conocer de un asunto como el presente, acorde con los razonamientos siguientes.

[…]

Entonces, si es una autoridad local la que toma la decisión de destinar a determinada obra los recursos provenientes de la recaudación federal y con ello contrata y adjudica mediante procedimientos legales locales; y es quien ejerce el recurso, lo ministra, lo supervisa y sanciona su aplicación, pues entonces debe aceptarse que se está en presencia de un asunto de jurisdicción local, y por lo tanto debe entenderse que la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado es la que prevé con precisión a quién debe someterse la resolución del conflicto en el caso particular que nos ocupa, pues en su artículo 7 fracción IX le atribuye expresamente conocer conflictos derivados de contratos de obra pública municipales y/o estatales.

[…]

Derivado de lo anterior esta Sala Unitaria estima que atendiendo a la naturaleza administrativa, este Tribunal Estatal de Justica Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer del asunto. ”


Siendo que la autoridad demandada en su contestación, al respecto señaló lo siguiente:

“PRIMERA. EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA POR MATERIA.

En primer término, para efecto de desarrollar esta primer causal de improcedencia, se estima necesario destacar que la fracción IX del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de justicia Administrativa previene la procedencia del juicio contencioso administrativo en los casos en que se origine por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios, celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal, centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales, cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal.
Es así que en el caso que nos ocupa, resulte oportuno analizar NO SÓLO LA EXISTENCIA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA DE FORMA EXPRESA O TÁCITA, SINO DE IGUAL MANERA LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO ADMINISTRATIVO QUE CONSTITUYA EL DOCUMENTO FUNDATORIO DE LA ACCIÓN DE LA HOY ACTORA, de lo contrario, resultaría inconcuso que no se cumple de forma adecuada con el supuesto de procedencia establecido por la fracción IX, del ya citado artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, pues de no atenderse dicho supuesto, resultaría indiscutible que no se colma el requisito de la procedencia del juicio respecto de la resolución ficta en términos de la fracción XIII del artículo y ordenamiento en cita.

 Ahora bien, una vez que se estableció que para cumplirse con el supuesto de procedencia establecido por la fracción IX, del ya citado artículo 7 de la Ley Orgánica de ese Tribunal, ES NECESARIA LA EXISTENCIA DE UN CONTRATO ADMINISTRATIVO QUE CONSTITUYA EL DOCUMENTO FUNDATORIO DE LA ACCIÓN QUE EJERCE LA HOY ACTORA; resulta imperativo definir al contrato administrativo, línea de estudio en la que deviene necesario acudir a la doctrina.

Dada la enorme cantidad y diversidad que el Estado maneja mediante la función administrativa, en cuanto a los servicios públicos, es que surge la necesidad de realizar convenios y contratos que le permitan efectuar acciones que habiliten a la Administración Pública, para el logro de sus cometidos.

No obstante, debe aclararse que el Estado no sólo celebra contratos sometidos al derecho púbico, sino también al derecho privado, lo que significa que NO TODOS LOS CONTRATOS CELEBRADOS POR LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA SON CONTRATOS ADMINISTRATIVOS.

La materia del contrato administrativo, la constituyen los servicios públicos que, como se anticipó, son de vital importancia y trascendencia para el bienestar de la colectividad (sociedad y, por ende, imponen especial atención por parte del Estado, lo que explica que, como se verá, dicho contrato se encuentre provisto de características propias, enlazadas con las de los servicios públicos, que lo distinguen diametralmente de los contratos materia del derecho civil.

DEFINICIÓN DE CONTRATO ADMINISTRATIVO.

[…]

En esa tesitura, puede definirse al contrato administrativo, COMO EL QUE CELEBRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CON LOS PARTICULARES CON OBJETO DIRECTO DE SATISFACER UN INTERÉS GENERAL, CUYA GESTACIÓN Y EJECUCIÓN SE RIGEN POR PROCEDIMIENTOS DE DERECHO PÚBLICO.

[…]

Derivado de todo lo anterior, los contratos administrativos deben cumplir con los siguientes requisitos: i) Celebrarse entre un órgano del poder público, en ejercicio de sus funciones administrativas, y un particular; ii) Tener una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social; iii) Tener un régimen exorbitante en comparación con el derecho civil; y, iv) Celebrarse con base en lo dispuesto en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, reglamentaria del artículo 134 constitucional.

Acorde con lo expuesto, cuando se suscite alguna controversia derivada de la interpretación o cumplimiento de un contrato, LO PRIMERO QUE DEBE DILUCIDARSE ES SI ESA CONTROVERSIA PROVIENE DE UN ACTO EN EL QUE LA ENTIDAD CONTRATANTE HIZO USO DE ALGUNA DE SUS FACULTADES DE IMPERIO, O SI PROVIENE DE ALGUNA ACTUACIÓN EN LA QUE LOS DOS CONTRATANTES ESTABA SITUADOS EN UN PLANO DE IGUALDAD, esto es, en primer término deberá delimitarse si nos encontramos en presencia de un contrato de naturaleza administrativa o civil.

 Respecto del segundo requisito el cual se refiere a que el contrato debe tener una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social; se considera que el **********, en la especie no cumple de manera directa con el mismo, en atención a que el bien adjudicado no guarda relación con el objeto de este Organismo, señalado en el artículo 2, del Decreto Administrativo de Creación de estos Servicios de Salud, publicado el 11 de septiembre de 1996 en el Periódico Oficial del Estado (ANEXO 3), y el cual dispone que dicho ente tendrá por objeto prestar servicios de salud a la población abierta en el Estado, para garantizar la protección al derecho a la Salud.

 Por lo tanto, debe de considerarse que la adquisición objeto del contrato de referencia es una operación de compra-venta de VALES DE DESPENSA, la cual se da en un plano de igualdad; consideración que me permito concatenar con la confesión expresa vertida por la moral actora en su escrito de demanda, en la que señala que el objeto del Contrato de Suministro que nos ocupa fue la venta de vales de despensa como medida de fin de año para los Trabajadores de Servicios de Salud, de ahí que se desprenda que no existe una utilidad ni beneficio publico respecto de tal operación.

Respecto del tercer requisito el cual se refiere a que EL CONTRATO DEBE CONTENER UN RÉGIMEN EXORBITANTE en comparación con el derecho civil, se considera que en la especie NO se cumple con el mismo, en atención a las siguientes consideraciones:

Del análisis conjunto realizado a cada una de las cláusulas que integran el **********, incluso de su supuesto Convenio Modificatorio, el cual se anexa en copia simple y sin rubrica de quien aparentemente representa a este Organismo Descentralizado, se advierte que dichas cláusulas resultan ser de naturaleza ordinaria, ya que en las mismas se acreditan derechos y obligaciones tanto del Proveedor como del Comprador respecto del acuerdo de voluntades que prevalece frente a la entrega de la Adquisición, sin que se adviertan beneficios unilaterales a favor de estos Servicios de Salud de San Luis Potosí. Lo anterior, pone de manifiesto el hecho de que las cláusulas en análisis se pactaron en un plano de igualdad, esto es, en una relación entre particulares.

Derivado de lo anterior y al haber quedado demostrado que en la especie no existe ningún poder unilateral de imposición, sino un criterio de igualdad jurídico entre las partes que celebraron el **********, debe considerarse que nos encontramos en presencia de un contrato privado celebrado entre iguales.

En ese sentido, deviene incuestionable que, AL NO ENCONTRARNOS EN PRESENCIA DE CLÁUSULAS EXORBITANTES PROPIAS DE UN CONTRATO ADMINISTRATIVO, SINO EN TODO CASO, ANTE UN CONTRATO PRIVADO, RESULTE PROCEDENTE CONSIDERAR QUE EL RECLAMO REALIZADO POR LA PARTE ACTORA SOBRE EL PAGO DE LAS FACTURAS RELACIONADAS CON EL CONTRATO DE SUMINISTRO, NO SE ACTUALICE LA COMPETENCIA MATERIAL DE ESE TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA ANTE EL CUAL SE PROMUEVE EL PRESENTE JUICIO, NI DE DIVERSO TRIBUNAL ADMINISTRATIVO, PUES MATERIALMENTE SE ENCUENTRAN IMPEDIDOS PARA ANALIZAR EL FONDO, para lo cual de insistir en admitir y resolver el presente asunto vulneraria las garantías de seguridad y certeza jurídica contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En razón de lo antes expuesto, debe considerarse que en la especie no se acredita la competencia para que ese Tribunal resuelva la cuestión planteada, ya que como se dejó en evidencia, los requerimientos de pago de las facturas realizados por la hoy actora y los cuales dieron origen al presente juicio, NO TIENEN ORIGEN EN UN CONTRATO ADMINISTRATIVO SI NO EN UN CONTRATO DE DISTINTA NATURALEZA, de ahí que no se acredite el supuesto de que tengan como origen el cumplimiento de un contrato administrativo, por lo tanto, no se acreditó supuesto del artículo 7 fracciones IX y XIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, ya que para que se surta la competencia de ese Tribunal para conocer del presente juicio, se tiene que observar que se cumpla como requisito que el silencio de la autoridad verse respecto a las materias que refiere los citados artículos, lo que en la especie no se cumplió.”

De lo anterior, es claro, que  si bien la A quo advirtió que la autoridad demandada hizo valer a manera de excepción, la de incompetencia por materia, la de improcedencia de la vía y la de incompetencia, se limitó a desestimar la causal de incompetencia derivada de que el que el contrato No. ********** fue celebrado con cargo a recursos federales y, determinó su competencia al estimar que si es una autoridad local la que toma la decisión de destinar a determinada obra los recursos provenientes de la recaudación federal y, con ello contrata, y adjudica mediante procedimientos legales locales; y es quien ejerce el recurso, lo ministra, lo supervisa y sanciona su aplicación, pues entonces debe aceptarse que se está en presencia de un asunto de **********; y por lo tanto, debe entenderse que la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, es la que prevé con precisión a quién debe someterse la resolución del conflicto, pues en su artículo 7, fracción IX, le atribuye expresamente conocer conflictos derivados de contratos de obra pública municipales y/o estatales.

Esto es, estableció su competencia al determinar que el asunto correspondía al  fuero local  y no federal, y atendiendo a su naturaleza administrativa, soslayando analizar la incompetencia por materia planteada por la recurrente, dada la naturaleza del contrato.
Esta omisión implica que la primera instancia dejó de atender de forma integral el asunto sometido a su conocimiento, contraviniendo así el principio de exhaustividad.

Por lo tanto, con fundamento en el artículo 156, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo conducente es revocar la sentencia apelada, y en virtud de la inexistencia de reenvío, esta Sala Superior aborda las cuestiones que fueron omitidas por la Sala de Origen.

Encuentra aplicación analógica a la presente decisión, la siguiente jurisprudencia aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.

“APELACION. CUANDO EL TRIBUNAL DECIDE REVOCAR O MODIFICAR LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO, DEBE EXAMINAR OFICIOSAMENTE LA LITIS DEL JUICIO A EFECTO DE NO DEJAR INAUDITA A LA PARTE QUE OBTUVO EN PRIMERA INSTANCIA. No existiendo reenvío en la apelación, si con motivo de la interposición de dicho recurso el tribunal de alzada decide revocar o modificar la sentencia de primer grado, además de los agravios expresados por el apelante, debe examinar oficiosamente la totalidad de los puntos que constituyen la litis del juicio y apreciar las pruebas que en él se hubiesen rendido que, de no tenerse en cuenta, pudieran dejar inaudita a la parte que careció de la oportunidad de plantearlos por haber obtenido todo lo que pidió, ya que al haberle resultado favorable el fallo que decidió la controversia en primera instancia, no tenía por qué recurrir esa sentencia que sólo le beneficiaba, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 689 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Consecuentemente, si no se suple la falta de agravios de dicha parte, se transgrede la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.”

En primer término, debe precisarse que la competencia, constituye una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada, en ese orden, del primer párrafo del artículo 16 y del precepto 14, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, abordará su estudio. 

Pues al traducirse en cuestiones de orden público dicho presupuesto procesal, es de estudio preferente, ya que en caso de inobservancia conduciría a declarar inválido lo resuelto por el Juzgador incompetente, al ser nulo de pleno derecho
, además de violentarse las reglas fundamentales que norman el procedimiento en perjuicio de las partes. 

En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por el Pleno de la Suprema Corte De Justicia de la Nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

“COMPETENCIA POR RAZÓN DE MATERIA. SI EL JUEZ DE DISTRITO QUE CARECE DE ELLA RESUELVE UN JUICIO DE AMPARO, TAL SITUACIÓN CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN A LAS REGLAS FUNDAMENTALES QUE NORMAN EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO. La competencia de la autoridad es una garantía de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el Juez incompetente. Por otra parte, de la interpretación sistemática de los artículos 107, fracción V y 94, párrafo sexto, constitucionales, se infiere que la competencia especializada por razón de materia de los Juzgados de Distrito está elevada a rango constitucional. En congruencia con lo anterior, se concluye que aquella competencia es un presupuesto de validez del proceso cuya infracción por los citados órganos jurisdiccionales al resolver un juicio de amparo sin tener competencia por razón de materia, se traduce en el desconocimiento de la voluntad del Constituyente y, por ende, de la del legislador que la desarrolla, lo que ocasiona que se violen las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de amparo en perjuicio de las partes, porque se les sujeta a la determinación proveniente de una autoridad que prorroga indebidamente su competencia y resuelve un juicio específico sin tener facultades para ello, afectando directamente los derechos sustantivos de aquéllas.”

“PRESUPUESTOS PROCESALES. SU ESTUDIO OFICIOSO ESTÁ CONFERIDO TANTO AL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA COMO AL TRIBUNAL DE APELACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).” Si bien el artículo 98 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, vigente a partir del 1o. de enero de 2005, establece como facultad para la autoridad judicial de esa entidad, la relativa a la apreciación y estudio de los presupuestos procesales, dicha atribución debe considerarse de obligada satisfacción, dado que las propias características que inciden en torno a éstos así lo determinan, en la medida en que sin estar colmados no podría constituirse y desarrollarse con validez y eficacia jurídica un procedimiento de carácter jurisdiccional, menos aún, concluir con una sentencia que resolviera el mérito de lo debatido por los interesados, imponiendo condena o absolviendo al demandado, o bien, mediante la declaración de la existencia de un derecho o la constitución de un Estado de derecho, según fuera el caso; asimismo, al no existir limitante en el texto de ese numeral, en lo que a la jerarquía del órgano jurisdiccional se refiere, debe concluirse que el ejercicio de esa facultad oficiosa está conferido tanto al Juez de primera instancia como al tribunal de apelación, pues en dicho precepto sólo se hace alusión al concepto "autoridad judicial", sin imponerse en él alguna restricción de manera específica. En consecuencia, dada la oficiosidad que impera en relación con el estudio de su plena satisfacción, resulta inconcuso que la apreciación de tales exigencias a cargo de la autoridad jurisdiccional está justificada, sin importar el grado con que ejerza su competencia, ya que constituye una obligación de ineludible satisfacción, cuyo incumplimiento, por su trascendencia, se erige en una infracción legal que incide en detrimento de las partes contendientes, al posibilitar la resolución de un juicio mediante el pronunciamiento de una sentencia que se ocupe del fondo de lo debatido, cuando no existen condiciones para ello o que impiden, precisamente, que éste concluya de esa manera.”


Es menester señalar que dentro de la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se encuentra comprendida la solución de las controversias que se susciten entre la administración pública estatal y municipal y los particulares. Precisión que no es gratuita, la razón por la que se especifica quienes son las partes en conflicto se debe a que no todas las relaciones jurídicas pueden ser conocidas por este Tribunal, sino solo las administrativas.

Así las cosas, esta Alzada al llevar a cabo un análisis de las constancias que integran el juicio de origen, considera que en el particular y como lo refiere la recurrente no se está en presencia de un contrato de naturaleza administrativa, al no reunir sus características esenciales; ello, atento a los razonamientos y fundamentos legales que enseguida se exponen. 

En el presente caso, la negativa ficta reclamada deriva de la petición formulada en el escrito de **********, por medio del cual la parte actora solicitó a la autoridad demandada el pago total de la cantidad de **********por concepto de cumplimiento en el pago total del contrato de licitación pública nacional **********, y que se le asignó el ********** ********** licitación emitida con base en la ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público (Ley Federal).**********
 
Para que se configuren por negativa ficta los actos impugnados deben estar sujetos a las regulaciones de derecho administrativo, acorde a lo señalado en la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí en su artículo 7 fracciones IX y XIII y a lo estipulado en el artículo 2º del Código Procesal Administrativo para el Estado de san Luis Potosí, que al efecto señalan: 
Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí
ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

[…]

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

[…]

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses,  así  como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.” 
Código Procesal Administrativo para el Estado de san Luis Potosí
ARTÍCULO  2º. Los  procedimientos  administrativos  serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones  de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados  de la administración pública estatal o municipal respecto  de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos  de  derecho público que los particulares  celebren  con los mismos. El procedimiento contencioso en materia  de impartición  de la justicia  administrativa  será competencia  del Tribunal  Estatal de Justicia Administrativa,  en términos  de su  respectiva ley orgánica.   
(el resaltado es propio)

De lo que se advierte que en lo que aquí interesa, los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos de los organismos descentralizados de la administración pública estatal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado preste de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos, así el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos que se configuren por negativa ficta, exclusivamente en las materias señaladas en ese artículo.
Atento a lo anterior, la competencia del Tribunal para conocer de las resoluciones definitivas, actos administrativos que se configuren por negativa ficta se actualizará, en el caso que nos ocupa, al tratarse de interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios.


En primer término, dado que la problemática planteada versa en que la negativa ficta planteada por la parte actora deriva de una relación contractual que existe entre las partes del juicio, es necesario dilucidar si esa relación está sujeta a las regulaciones de derecho administrativo, por lo que se cita la siguiente tesis que tiene relación con el caso objeto de estudio: 

“ACTO ADMINISTRATIVO. CONCEPTO. La actividad administrativa del Estado se desarrolla a través de las funciones de policía, fomento y prestación de servicios públicos, lo cual requiere que la administración exteriorice su voluntad luego de cumplir los requisitos y procedimientos determinados en los ordenamientos jurídicos respectivos. El acto administrativo es el medio por el cual se exterioriza esa voluntad y puede conceptuarse como el acto iurídico unilateral que declara la voluntad de un órgano del Estado en ejercicio de la potestad administrativa y crea situaciones jurídicas conducentes a satisfacer las necesidades de la colectividad.
 (el subrayado es propio)
**********Al tenor del citado criterio, un acto unilateral que declara la voluntad de un órgano del Estado en ejercicio de la potestad administrativa y crea situaciones jurídicas conducentes a satisfacer las necesidades de la colectividad, es de naturaleza administrativa. Bajo este contexto jurídico, para estimar que un determinado juicio corresponde al derecho administrativo, es necesario que se centre en un acto administrativo; que verse en un acto jurídico unilateral que declare la voluntad de un órgano del Estado en ejercicio de la potestad administrativa de la cual está investido, y que cree situaciones jurídicas conducentes a satisfacer las necesidades de la colectividad.


En ese sentido es importante reiterar que derivado de su actuación como autoridad, el Estado tiene como finalidad, entre otras cuestiones, satisfacer las necesidades colectivas, de acuerdo con lo que establece la ley; sin embargo, dado que no puede realizar por sí mismo todas las encomiendas esenciales para satisfacer las necesidades de la colectividad, debe recurrir a la colaboración de los particulares, ya sea de manera voluntaria o forzosa. 

Precisamente, mediante la celebración de contratos administrativos, el Estado, a través de la Administración Pública, solicita la colaboración de los particulares para satisfacer un interés general, cuya gestación y ejecución se rigen por procedimientos de derecho público. 

No obstante, como advirtió la demandada,  el Estado no solo celebra contratos sometidos al derecho público, sino también al derecho privado, de ahí que, no todos los contratos celebrados por la administración pública son contratos administrativos.


Así, el Estado puede actuar de dos maneras: 

a) Como sujeto de derecho privado. 

b) Como poder público. 

**********En el primero de los casos existe un plano de igualdad frente a otros miembros de la colectividad, como podría cualquier individuo actuar; sus relaciones están sujetas a las reglas del derecho común, establecidas para los particulares y, por consiguiente, sometidas a la jurisdicción común. 

**********Por el contrario, la segunda forma de actuar implica el ejercicio de las facultades administrativas que tienden al cumplimiento de fines públicos y se caracteriza por radicar en la esfera del poder reglado de la administración, basado en relaciones de subordinación.
**********
En relación con las características de los contratos administrativos, resulta aplicable la tesis P. IX/2001, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 324, Tomo XIII de la Novena Época, correspondiente al mes de abril de dos mil uno, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguientes:

"CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. SE DISTINGUEN POR SU FINALIDAD DE ORDEN PÚBLICO Y POR EL RÉGIMEN EXORBITANTE DEL DERECHO CIVIL A QUE ESTÁN SUJETOS. La naturaleza administrativa de un contrato celebrado entre un órgano estatal y un particular puede válidamente deducirse de la finalidad de orden público que persigue, identificada también como utilidad pública o utilidad social, así como del régimen exorbitante del derecho civil a que está sujeto. De ello se infiere que los contratos celebrados por un órgano estatal con los particulares están regidos por el derecho privado cuando su objeto no esté vinculado estrecha y necesariamente con el cumplimiento de las atribuciones públicas del Estado y, por lo mismo, la satisfacción de las necesidades colectivas no se perjudique porque en aquellos actos el Estado no haga uso de los medios que le autoriza su régimen especial. Por el contrario, cuando el objeto o la finalidad del contrato estén íntimamente vinculados al cumplimiento de las atribuciones estatales, de tal manera que la satisfacción de las necesidades colectivas no sea indiferente a la forma de ejecución de las obligaciones contractuales, entonces se estará en presencia de un contrato administrativo, siendo válido estipular cláusulas exorbitantes que, desde la óptica del derecho privado, pudieran resultar nulas, pero que en el campo administrativo no lo son, en atención a la necesidad de asegurar el funcionamiento regular y continuo del servicio público". 

De lo anterior se concluye que los contratos administrativos cumplen con los siguientes requisitos: 

i) Se celebran entre un órgano del poder público, en ejercicio de sus funciones administrativas, y un particular; 

ii) Tienen una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social; y, 

iii) Cuentan con un régimen exorbitante en comparación con el derecho civil.

Asimismo, del criterio del Pleno transcrito se desprende que siempre que la finalidad del contrato esté íntimamente vinculada al cumplimiento de las atribuciones del Estado; es decir, tenga una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social, de tal manera que la satisfacción de las necesidades colectivas no sea indiferente a la forma de ejecución de las obligaciones contractuales, se entiende que se está en presencia de un contrato administrativo.

En este sentido, un contrato celebrado entre la Administración Pública, en cumplimiento a sus atribuciones del Estado, y un particular que tenga por objeto la satisfacción de necesidades colectivas, se deberá considerar como un contrato administrativo. 
En contraste, no se considerarán contratos administrativos aquellos que se celebren: i) entre particulares; ii) entre personas de derecho público del propio Estado; y, iii) por personas de derecho público, sin implicar el ejercicio de función administrativa, sin satisfacer el interés público o sin sujetarse a un régimen exorbitante del derecho privado.
Atento a lo anterior, los contratos administrativos son aquellos celebrados entre un particular o varios y la Administración Pública, en ejercicio de su función pública, para satisfacer el interés público o con fines de utilidad pública, con sujeción a un régimen exorbitante del derecho privado, cuya gestación y ejecución se rigen por procedimientos de derecho público.

Destacándose que el objeto del Organismo Descentralizado Servicios de Salud de San Luis Potosí, se encuentra señalado en el artículo 2º de su Decreto Administrativo de Creación, publicado el once de septiembre de mil novecientos noventa y seis en el Periódico Oficial del Estado, el cual dispone que dicho ente tendrá por objeto prestar servicios de salud a la población abierta en el Estado, para garantizar la protección al derecho a la salud, así como en lo estipulado en el artículo 4º del Reglamento Interior de los Servicios de  Salud que también establece que los Servicios de Salud tienen por objeto prestar servicios de salud a la población abierta en el Estado, en cumplimiento de lo dispuesto por las Leyes General y Estatal de Salud, por el Acuerdo de Coordinación celebrado entre la Secretaría de Salud, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo y el Estado de San Luis Potosí, para la descentralización integral de los Servicios de Salud en la Entidad.
**********Entonces, cabe cuestionarse si en el caso concreto podría verse comprometido algún servicio público o necesidad colectiva de no cumplirse con el contrato celebrado entre las partes de este juicio. Para esta Alzada, tal situación no se vislumbra.

**********
En el caso que no ocupa,**********el actor al promover el juicio de nulidad, señaló que la negativa ficta reclamada a la parte reo emanaba de la petición formulada en el escrito de ********** el **********, por medio del cual la parte actora requirió a la autoridad demandada el pago total de la cantidad de **********por concepto de cumplimiento en el pago total del contrato de licitación pública nacional **********, y que se le asignó el Contrato de suministro número **********

Contrato que adjuntó en copia certificada para demostrar su aserción y que constituye el documento base de la acción.

Precisado lo anterior, se tiene que en el ********** **********, respecto de la licitación pública nacional No. **********celebrado entre las partes aquí contendientes, en lo que interesa, se estableció:

“CONTRATO DE SUMINISTRO PRESTACIONES ESTABLECIDAS  POR CONDICIONES GENERALES DE TABAJO O CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO

No. SSSLP-LA-E070-PREST-GRALES-01-2020”
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SUMINISTRO QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL DENOMINADO SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR EL ING. SALVADOR JAVIER CERDA RAMOS, EN SU CARÁCTER DE DIRECTOR DE ADMINISTRACION, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ  “SSSLP” Y POR LA OTRA PARTE LA PERSONA MORAL DENOMINADA SERVICIOS BROXEL, S.A.P.I DE C.V.POR CONDUCTO DE GUADALUPE PABLO RAMÍREZ, EN SU CARACTRE DE APODERADA LEGAL, A QUIEN ENLO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “EL PROVEEDOR”; A QUIENES CUANDO ACTUEN DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARA "LAS PARTES", DE CONFORMIDAD CON LAS DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES:

D E C L A R A C I O N E S

I. "SSSLP", DECLARA QUE:
I.1 DE CONFORMIDAD CON EL DECRETO ADMINISTRATIVO EMITIDO POR EL C. GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, PROMULGADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE SAN LUIS POTOSI, EN FECHA 11 DE SEPTIEMBRE DE 1996, SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSI ES UN ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO, CON PERSONALIDAD JURÍDICA PATRIMONIO PROPIO, ASI COMO CON FUNCIONES DE AUTORIDAD EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1° DEL DECRETO CITADO.

[…]



C L A U S U L A S
PRIMERA.-OBJETO.

"SSSLP" ENCOMIENDA A "EL PROVEEDOR", Y ÉSTE SE OBLIGA A SUMINISTRAR PRESTACIONES ESTABLECIDAS POR CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO O CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO (VALES DE DESPENSA) DE ACUERDO CON LAS ESPECIFICACIONES QUE SE DETALLAN EN EL ANEXO UNO, ADJUNTO AL PRESENTE (PROPUESTA DE ADJUDICACIÓN), Y QUE UNA VEZ FIRMADA POR LAS PARTES FORMA PARTE INTEGRANTE DEL MISMO.”
 (el subrayado es propio)

 
En primer lugar, se advierte que  aunque interviene un ente del Estado, esa relación contractual no es de carácter administrativo pues, si bien es cierto, fue celebrado entre la persona moral ********** y el Organismo descentralizado de la administración pública estatal Servicios de Salud de San Luis Potosí, esa sola circunstancia no implica que el acto sea administrativo y, por ende, que el Tribunal Estatal de Justicia administrativa sea el órgano competente para dirimir la controversia de origen. 
**********En efecto, aunque naturalmente el Organismo descentralizado de la administración pública estatal Servicios de Salud de San Luis Potosí, constituye una autoridad pública, en términos del artículo 1º del Decreto administrativo por el que se constituyen los Servicios de Salud de San Luis Potosí,  publicado el once de septiembre de mil novecientos noventa y seis en el Periódico Oficial del Estado; no obstante ello, no todos los actos que despliega en ejercicio de sus funciones revisten el cumplimiento de un servicio público o la celebración de un acto administrativo, dada su doble personalidad, pues a virtud de ésta, también actúa como particular cuando celebra contratos con los particulares. 

Aunado a que, para determinar que un contrato goza de naturaleza administrativa, éste debe tener una finalidad de orden público, identificada también como utilidad pública o utilidad social.

En ese aspecto,  el ********** **********, en la especie no cumple de manera directa con esa finalidad, en atención a que el destino del bien adjudicado (vales de despensa) no es la población abierta, sino los trabajadores de esos Servicios de Salud, al derivar de Prestaciones Establecidas por Condiciones Generales de Trabajo o Contratos Colectivos de Trabajo, situación que  la propia actora plasmó en el apartado de HECHOS en el punto 2. de su escrito inicial de demanda
, al señalar:

“2.- El día 08 de diciembre del año 2020, mi representada por conducto de la **********, celebró con la ahora demandada, el **********, con número **********, respecto de la Licitación Pública Nacional **********, PARA LA **********. Contrato en el cual, mi representada se obligaba a entregar VALES DE DESPENSA EN PAPEL como medida de fin de año para los Trabajadores de los Servicios de Salud del Estado de San Luis Potosí, que obviamente fueron vendidos por mi representada”.
Lo cual es determinante, para considerar que la naturaleza de las prestaciones reclamadas, no son de índole administrativo, pues no tiende al cumplimiento de fines públicos (colectividad) y no se encuentra en la esfera del poder reglado de la administración (relaciones de subordinación); es decir, no refleja la voluntad de la administración pública en ejercicio de sus potestades, más bien se está actuando en un plano de igualdad ante una persona moral, lo que de ninguna manera puede considerarse un acto de imperio o coercitivo. Ante esto, no puede ser estimado administrativo el acto en cuestión.
En efecto, en el caso a estudio, se advierte que el objeto o finalidad que se persiguió con la celebración del referido contrato fue el encomendar a la persona moral **********, suministrar prestaciones establecidas por condiciones generales de trabajo o contratos colectivos de trabajo (vales de despensa), para los Trabajadores de Servicios de Salud.
No se soslaya que de las constancias que integran la apelación, el actor también ofreció como prueba copia certificada de la Convocatoria a la Licitación Pública Nacional **********
 en la que se señaló:

“OBJETO
EL OBJETO DE LA PRESENTE LICITACIÓN ES LA CONTRATACION DEL SERVICIO “27101.- PRESTACIONES ESTABLECIDAS POR CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO O CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO” PARA USO  DE LA POBLACIÓN QUE RECIBE ATENCION POR PARTE DE LOS SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ”. 
(el subrayado es propio)

Y no obstante lo establecido en la convocatoria, dicha institución sanitaria gubernamental contrató a la persona moral privada de marras, con el objeto o fin del contrato celebrado entre éstos; esto es, suministrar prestaciones establecidas por condiciones generales de trabajo o contratos colectivos de trabajo  (vales de despensa), destinados a los trabajadores de esos Servicios de Salud y, no para uso de la población que recibe atención por su parte; por ello, es dable concluir que el objeto del contrato no guarda relación con el objeto de ese Organismo (prestar servicios de salud a la población abierta en el Estado, para garantizar la protección al derecho a la salud), ni tiende al cumplimiento de un servicio público, ni guarda una utilidad pública o utilidad social, pues no es la sociedad en general quien en última instancia se beneficia del servicio prestado por la actora;  por ende, su naturaleza no es administrativa. 

Con base en lo anterior, se reitera que del análisis de las prestaciones reclamadas en el Contrato de Suministro Prestaciones Establecidas por Condiciones Generales de Trabajo o Contratos Colectivos de Trabajo No. **********, de prestación del servicio suministro de vales de despensa, celebrado entre el Organismo Descentralizado Servicios de Salud de San Luis Potosí, y la persona moral **********, se tiene que no es de tipo administrativo, 

En efecto, el suministro de vales de despensa para trabajadores de los Servicios de Salud, no se traduce en la gestión o aseguramiento de un servicio público, en otras palabras, los servicios pactados son tendentes a cumplir con **********,  pero esta acción no implica que a la sociedad se le otorgue una prestación, en dado caso, a quien se le otorgó fue a los trabajadores de Servicios de Salud.


Por tanto, si en el presente caso, la falta de pago no deriva de la celebración de un contrato administrativo, el juicio no debe ser en materia administrativa como lo pretendió la parte actora.


En este tenor, este Órgano Jurisdiccional procede a REVOCAR la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el veintiuno de marzo de dos mil veintitrés, dictada en el juicio contencioso administrativo **********/2022/2, en virtud de la incompetencia por materia, para conocer y resolver sobre las pretensiones de la parte actora, consistente en la procedencia o improcedencia del pago de la cantidad de **********por concepto de cumplimiento en el pago total del contrato de licitación pública nacional **********, y que se le asignó el ********** **********en virtud de que, no reviste las características de un contrato administrativo.

Consecuentemente, al haber resultado fundado el agravio en estudio hecho valer por el apelante y una vez advertida la ausencia de competencia de la  Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, para conocer y resolver sobre las pretensiones de la actora,  resulta innecesario analizar los restantes agravios, pues no mejorarían el beneficio alcanzado por el recurrente; toda vez que, ha sido criterio del Poder Judicial de la Federación, sustentado en Jurisprudencia, que si del análisis de uno de los agravios se advierte que éste es fundado y suficiente para revocar la sentencia dictada por la Sala primigenia, es innecesario que en la ejecutoria correspondiente se analicen los restantes agravios, pues ello a nada práctico conduciría si de cualquier manera el fallo recurrido ha de quedar insubsistente en virtud del agravio que resultó fundado.
En efecto, el criterio anterior se encuentra sustentado en la Jurisprudencia VI.20.A. J/9, proveniente de la reiteración de criterios de los Tribunales Colegiados de Circuito, misma que se trascribe a continuación:

“AGRAVIOS EN LA REVISIÓN FISCAL. CUÁNDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si del análisis de uno de los agravios se advierte que éste es fundado y suficiente para revocar la sentencia dictada por la Sala a quo, es innecesario que en la ejecutoria correspondiente se analicen los restantes agravios que se hicieron valer en el escrito de revisión, pues ello a nada práctico conduciría si de cualquier manera el fallo recurrido ha de quedar insubsistente en virtud del agravio que resultó fundado. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.”

Y consecuentemente, conforme a lo dispuesto en los artículos 228, fracción XI, y 229, fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta la improcedencia y por ende el SOBRESEIMIENTO en el mismo.

En las relatadas condiciones, ante la declaratoria de incompetencia, este Tribunal no se encuentra obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente, dado que ello no implica vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el Tribunal competente, determinación que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 21/2018 (10a.) emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, criterio al que sí se encuentra vinculado este Órgano Jurisdiccional en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, de rubro y texto siguiente:

“IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO. Conforme al artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es improcedente el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra actos que no le competa conocer a dicho Tribunal; de modo que si se demanda algún acto ajeno a su competencia material prevista en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica que lo rige, la consecuencia necesaria, cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que deba sobreseerse en el juicio, con apoyo en la fracción II del artículo 9o. del primer ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, como ninguno de estos preceptos, ni alguno otro de la propia ley, disponen que al actualizarse la improcedencia –y el consecuente sobreseimiento en el juicio– también deba precisarse en la propia resolución cuál es, en su caso, la diversa autoridad a quien compete el conocimiento del asunto, se concluye que en estos supuestos el legislador estableció una causal sustentada en la improcedencia de la vía y, por ello, no existe obligación legal del Tribunal de señalar a qué otra autoridad han de remitirse los autos, ni debe esperar a que ésta decida si acepta o no la competencia, y menos aún condicionar la improcedencia del juicio hasta que se decida un posible conflicto competencial entablado con el órgano al que se le declinó competencia, a fin de que hasta este último momento se decrete la firmeza del sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las figuras jurídicas de la incompetencia y de la improcedencia de la vía, pues mientras la primera implica la apertura de un procedimiento para determinar qué órgano jurisdiccional se hará cargo de la demanda, ya sea porque una autoridad decline su conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de ello; la segunda exclusivamente conlleva la determinación unilateral de rechazar la demanda porque ante quien se presentó carece de atribuciones para conocer de las pretensiones del actor, quedando a salvo sus derechos para hacerlos valer ante la autoridad que elija como la competente. En consecuencia, como la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone expresamente la apertura de un trámite competencial cuando se estime que el juicio es improcedente, porque el acto cuya nulidad se demandó no le compete conocerlo al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la demanda hubiere sido admitida, dicho órgano jurisdiccional debe limitarse a sobreseer en el juicio, pues al carecer de facultades expresas para la apertura de un trámite competencial, hecha excepción de los conflictos originados al seno del propio Tribunal por razón de territorio, tampoco debe actuar en un sentido no autorizado por la ley, si se toma en cuenta que conforme al principio de legalidad sólo puede hacer lo que ésta le permite y, además, con ese proceder tampoco se restringen las defensas del actor, al contar con medios de impugnación a su alcance para combatir el sobreseimiento referido.

Además, sirve de apoyo a lo anterior por su espíritu, la Jurisprudencia PC.II.A. J/8 A (10ª), que a la letra dice:

“INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].- Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.

Se dejan a salvo los derechos de la persona moral actora “**********para que, si lo estima, haga valer su acción ante la autoridad jurisdiccional competente, pues lo aquí determinado, no coarta a la parte accionante el derecho de hacer valer su acción, instruyéndose a la Segunda Sala Unitaria proceda dejar a disposición de la persona moral actora, los documentos que estime pertinentes para hacer valer sus pretensiones en la instancia correspondiente. **********
Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Segunda Sala Unitaria el **********, dictada en el juicio contencioso administrativo **********/2022/2, en virtud de que carece de competencia por materia, para conocer y resolver sobre las pretensiones de la actora.

SEGUNDO. Se decreta el SOBRESEIMIENTO, dada la incompetencia de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, para conocer de la controversia sometida a su potestad, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el último considerando de la presente resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte moral actora “**********y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Melissa del Carmen Vega Ramírez, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. 

Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Fojas 3-23 del Toca.


� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Foja 24 del Toca.


�Foja 36 del Toca.


�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.


“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





� Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





� Fojas 248 de los autos del juicio de origen.


� “ARTÍCULO 220. […]


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.”


� � HYPERLINK "https://www.inegi.org.mx/temas/uma/" �https://www.inegi.org.mx/temas/uma/�


� Fojas 87-90 del expediente de origen.


� Fojas 248 del expediente de origen 


� Fojas 257 del expediente de origen 


� Fojas 272 del expediente de origen.


� Fojas 280-307 del expediente de origen.


� Registro digital: 202291, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.5o.C. J/4, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996, página 541, Tipo: Jurisprudencia.


� “Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí: ART. 153.- Es nulo lo actuado por el juez que fuere declarado incompetente, salvo: […]”.  (De aplicación supletoria en la materia de conformidad con el artículo 217, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo)


� Jurisprudencia P./J. 21/2009, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, número de registro 167557, visible en la página 5, Tomo XXIX, Abril de 2009, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.


� Registro digital: 2013692 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/20 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 39, Febrero de 2017, Tomo III, página 1956 Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 187637 Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XV, marzo de 2002. Tesis: I.4o, A.341 A. Página: 1284.





� Foja 3 del expediente de origen.


� Foja 26 del expediente de origen.


� Registro digital: 176398 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: VI.2o.A. J/9 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Enero de 2006, página 2147 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 2017811 Instancia: Pleno Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: P./J. 21/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo I, página 271 Tipo: Jurisprudencia


� Número de Registro 2012548, localizable en la Décima Época, Instancia Plenos de Circuito, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, Tesis PC.II.A. J/8 A (10ª), página 2282.





� “ARTÍCULO 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”





1
46
45

